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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISION CIVIL-FAMILIA
Magistrado Ponente : Gonzalo Flórez Moreno

Pereira. Julio treinta y uno (31) del año dos mil nueve (2009).  

Acta No. 356 de julio 31 del año 2009. 

Expediente 66001-31-10-004-2009-00292-01

Se resuelve la consulta del auto de fecha quince (15) de julio del presente año proferido por el JUZGADO CUARTO DE FAMILIA DE PEREIRA, RISARALDA, en este INCIDENTE DE DESACATO  (INCUMPLIMIENTO FALLO DE TUTELA), promovido por DEYANIRA LADINO, actuando a nombre propio, en contra de la RED DE SOLIDARIDAD -ACCION SOCIAL-, SISTEMA NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL DE POBLACION DESPLAZADA.
I. ANTECEDENTES :

El Juzgado arriba mencionado, en sentencia del pasado catorce (14) de mayo, resolvió la acción de tutela entre las partes inicialmente citadas, concediendo el amparo de los derechos a la salud, seguridad social y la vida digna invocados por la señora DEYANIRA LADINO, y le ordenó  a la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCION SOCIAL Y LA COOPERACION INTERNACIONAL –ACCION SOCIAL-, que en el término de treinta (30) días realizara la visita domiciliaria correspondiente al lugar donde reside aquélla, a fin de valorar si es objeto o no de otras prórrogas y la temporalidad de las mismas; asimismo, que se realizara el estudio pertinente con el objeto de determinar qué proyecto productivo conviene más a la accionante, acorde con el estado de salud y grado de invalidez. Finalmente determinó que si, producto de la visita realizada, la accionada confirmaba y verificaba el estado de emergencia y necesidad en que se encontraba la accionante y, realizado el estudio del proyecto productivo conveniente, los mismos debían ser suministrados en forma inmediata. 
La actora, en escrito presentado ante el juez a-quo, el cual no tiene fecha de recibido, formuló incidente de desacato contra la entidad acusada para que le entreguen, “cuanto antes”, el proyecto productivo. 
A ello se accedió por auto del dos (02) de julio pasado, previo requerimiento al señor Presidente de la República para que hiciera cumplir el fallo de tutela, quien por intermedio del Departamento Administrativo correspondiente, alegó no ser el superior jerárquico de la demandada. En aquél, se ordenó correr traslado a la entidad demandada por el término de tres (03) días, para que pidiera las pruebas que pretendiera hacer valer y acompañara los documentos y pruebas anticipadas que se encontraran en su poder, en caso de que no obraran en el expediente. Vencido este plazo, se decretaron las pruebas, en la que se incluyó una de oficio, para lo cual se envió comunicación al Director General de la RED DE SOLIDARIDAD -ACCION SOCIAL-, SISTEMA NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL DE POBLACION DESPLAZADA, quien guardó silencio. La accionante allega un escrito en el que aduce que no la ha visitado nadie por parte de la demandada para lo del proyecto productivo ni la prórroga de la ayuda humanitaria (folio 30 –frente y vuelto-del cuaderno principal). 
El juzgado a-quo procedió a dictar providencia en la que luego de realizar un análisis de la actuación consideró que, pese a los requerimientos realizados, la demandada guardó silencio sin que exista justificación en su retardo para cumplir la orden impuesta en el fallo de tutela. 

Por tanto, declaró que se ha incurrido en desacato por parte del Director de la Red de Solidaridad Acción Social, Sistema Nacional de Atención Integral de Población Desplazada en Bogotá, Dr. LUIS ALFONSO HOYOS ARISTIZABAL o quien hiciera sus veces, y a condenarla a un (1) día de arresto y multa de un (1) salario mínimo mensual vigente.

De acuerdo con el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, se ordenó la consulta del fallo. La accionada allegó escrito ante el juzgado de primera instancia (folios 41 al 50 cdno.ídem) y un oficio dirigido a la tutelante (folios 51 a 53 ídem). 
En esta instancia se procede a resolver lo pertinente previas las siguientes,

 II. CONSIDERACIONES DE LA SALA :

La consulta de este incidente es pertinente por así autorizarlo el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991.

Los incidentes de desacato tienen, entre otras, como finalidad, comprobar si la orden que se dio en el fallo de tutela se cumplió íntegramente por la persona o la entidad obligada. 

Si se incumplió o se cumplió en parte, sin justa causa, habrá lugar a las sanciones que consagra el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, y el tutelado está en la obligación de cumplir con lo dispuesto en la sentencia. Pero si la orden se cumplió estrictamente, no habrá lugar a sanción alguna. Veamos: 
 Analicemos lo de la visita domiciliaria. La AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCION SOCIAL Y LA COOPERACION INTERNACIONAL –ACCION SOCIAL- se defiende, afirmando, que programó la evaluación de las condiciones de vulnerabilidad al núcleo familiar de la interesada, pero que a la fecha no la ha efectuado porque las entrevistas se realizan atendiendo los principios de igualdad y equidad, de acuerdo con el orden cronológico determinado por la entidad. Invoca como fundamento la sentencia T-496 de 2007.  



 Además, pone en conocimiento que a la fecha, se han terminado los convenios con los operadores que realizan las  entrevistas domiciliarias, por lo que se encuentra en proceso de contratación. Realizado esto, se procederá a realizarlas, respetando, como ya se dijo, los turnos respectivos.
 No obstante lo esgrimido, importante es destacar el hecho que por parte de la demandada, le programó la entrega de la atención humanitaria, en la forma como lo destacó en su escrito (folio 42 del cuaderno principal). De manera que ya cuenta la demandante con la ayuda a pesar de no haberse practicado la visita, lo que no impide concluir que la tutela fue cumplida.  

 El segundo punto, relacionado con el proyecto productivo. Expresa que la entidad no tiene asignada competencia para atender la población desplazada en su fase de estabilización socioeconómica. Adicionalmente, de acuerdo con los numerales 2, 3 y 11 del artículo 19 de la ley 387 de 1997, las entidades  responsables de entregar los componentes necesarios para que la población en situación de desplazamiento logre su estabilización socioeconómica, son el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, Bancoldex y Sena, entre otras. Finaliza argumentando en su favor, que en ejercicio de su función coordinadora del sistema nacional de atención a la población desplazada, la unidad territorial del Cesar (debe entenderse Risaralda), por intermedio de su coordinador, remitió a la tutelante y a su núcleo familiar a las entidades que conforman el sistema, con el fin de que sean atendidos por éstas, en lo de su competencia. 
De lo esbozado, infiérese, que el incumplimiento del fallo de tutela obedece a justa causa. Por tanto, no tiene razón mantener una condena por una orden a la que ya se le está dando cabal cumplimiento.  
Igualmente cabe señalar, que no se trata de sancionar simplemente por sancionar sino que a ello se debe proceder cuando en realidad de verdad el funcionario advierta que el obligado a cumplir el fallo de tutela tiene el ánimo avieso o mal intencionado de entorpecer o dilatar la orden que se le ha dado, hecho que no ocurre en el presente asunto.
Fuera de lo anterior se observa que: i) con el fin de notificar el auto admisorio de la tutela, el Despacho emitió los oficios números 533 y 533 (sic), de los cuales no aparece constancia de recibido por parte de las accionadas o que se hayan enviado por el correo certificado y ii)  que el funcionario a-quo, inició el trámite del artículo 27 del Decreto 2591 de 1991, sin haber pasado los treinta (30) días que le concedió para el cumplimiento del fallo. En efecto, nótese que la entidad accionada fue notificada el día 18 de mayo del presente año (folio 29 del cuaderno dos), y los treinta (30) días, vencían el tres (03) de julio ídem
. Todo esto en detrimento de la parte demandada y con una posible violación de su derecho de defensa. 



 Así las cosas, esta Sala de Decisión revocará la sanción que se le impuso al Director de la  RED DE SOLIDARIDAD -ACCION SOCIAL-, SISTEMA NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL DE POBLACION DESPLAZADA y, en su lugar, SE ABSOLVERA, no sin antes llamarle la atención por su falta de diligencia y eficacia en responder las comunicaciones realizadas en el presente incidente de manera oportuna. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia,

R E S U E L V E :

1o.) SE REVOCA el auto de fecha quince (15) de julio del presente año, proferido por el JUZGADO CUARTO DE FAMILIA DE PEREIRA, RISARALDA en este INCIDENTE DE DESACATO (INCUMPLIMIENTO FALLO DE TUTELA), promovido por DEYANIRA LADINO, actuando a nombre propio, en contra de la RED DE SOLIDARIDAD -ACCION SOCIAL-, SISTEMA NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL DE POBLACION DESPLAZADA.
En su lugar, SE ABSUELVE al Director de la RED DE SOLIDARIDAD -ACCION SOCIAL-, SISTEMA NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL DE POBLACION DESPLAZADA, Dr. LUIS ALFONSO HOYOS ARISTIZABAL, de la sanción impuesta.  
2o.) Devuélvase este expediente al Juzgado de origen.

3o.) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito y eficaz posible.

NOTIFIQUESE 
Los Magistrados,

Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo   Fernán Camilo Valencia López
� Artículo 121 del C.P.C..





